

[image: image]



[image: image]




[image: image]






Mahecha Laiton, Alejandra


Las huellas del desarrollo: Intersecciones entre conflicto, reconfiguración social y pacificación en Colombia / Alejandra Mahecha Laiton [y otros diecinueve autores], editores Juan Carlos Sánchez Sierra y Catalina Acosta Oidor, Bogotá: Universidad Santo Tomás, 2019.


441 páginas; mapas, ilustraciones y tablas


Incluye referencias bibliográficas


ISBN: 978-958-782-220-5


E-ISBN: 978-958-782-221-2


1. Conflictos ambientales – Colombia 2. Conservación del medioambiente – Colombia 3. Explotación petrolera – Colombia 4. Mujeres víctimas de la violencia - 5. Violencia - Aspectos sociales - Colombia I. Universidad Santo Tomás (Colombia).


CDD 303.62CO-BoUST







[image: image]




© Juan Carlos Sánchez Sierra y Catalina Acosta Oidor, editores


© Alejandra Mahecha Laiton, Ana María Púa Olivo, Fanny Elizabeth Ortiz Ruiz,


Catalina Quiroga Manrique, Adriana Sofía Simbaqueba Tolosa, Angie Bermúdez Naranjo,


Nicole Ruiz Navarro, Diego Alejandro Ballén Velásquez, Juan Carlos Sánchez Sierra,


Paola Alejandra Botero Sandoval, Suad Yusseth Fonseca Molina, Luis Carlos Cuervo Urrea,


Claudia Varela Valero, Eider Alexánder Barreto Higuita, Yenifer Beltrán Sierra,


Luisa Fernanda Ramírez Gamboa, Catalina Acosta Oidor, Stefan Ortiz,


Raúl Iván Clavijo Mejía, Laura Daniela Ballén Vargas y María Victoria Giraldo Macea


© Universidad Santo Tomás


Ediciones USTA


Bogotá, D.C., Colombia


Teléfono: (+571) 587 8797, ext. 2991


editorial@usantotomas.edu.co


http://ediciones.usta.edu.co


Corrección de estilo: Henry Colmenares Melgarejo


Diagramación: Martha Cadena


Diseño de carátula: Juliana Pardo Torres


Imagen de carátula: mina en el municipio de Puerto Libertador, Córdoba (Colombia).


Recuperado de https://bit.ly/2Y5S0DO


Impresión: DGP EDITORES S.A.S.


Conversión a ePub


Mákina Editorial


https://makinaeditorial.com/


Hecho el depósito que establece la ley


ISBN: 978-958-782-220-5


E-ISBN: 978-958-782-221-2


Primera edición, 2019


Se prohíbe la reproducción total o parcial de


esta obra, por cualquier medio, sin la autorización


expresa del titular de los derechos.





Índice de ilustraciones, mapas y tablas


Ilustración 1. Componentes de la minería de lo común


Ilustración 2. Caricatura del campesino boyacense


Ilustración 3. Localización general del PHEQ


Ilustración 4. Localización de las obras de presa y obras anexas


Ilustración 5. Diagrama de las categorías analíticas


Ilustración 6. Percepción del bienestar antes del desplazamiento


Ilustración 7. Percepción del bienestar durante el desplazamiento


Ilustración 8. Percepción del bienestar frente al retorno


Ilustración 9. Determinación frente al retorno


Ilustración 10. Empoderamiento en el nivel colectivo


Ilustración 11. Presencia de bandas criminales en Colombia durante el año 2011


Ilustración 12. Presencia de actores armados, 2012


Ilustración 13. Paisaje de la zona ganadera de Montería, Córdoba


Ilustración 14. Paisaje del resguardo Wacoyo en Puerto Gaitán, Meta


Ilustración 15. Explotación agroindustrial de arroz vecina a las tierras sikuanis


Ilustración 16. Cantidad de hectáreas de propiedades y porcentaje de propietarios entre 1960 y 2009


Ilustración 17. Principales países exportadores de palma de aceite en 2013


Ilustración 18. Regiones productoras de palma de aceite en Colombia


Ilustración 19. Presencia de grupos armados ilegales en el país


Mapa 1. División municipal de la provincia de Sugamuxi


Mapa 2. División provincial del departamento de Boyacá


Mapa 3. Licencia actual del área de interés exploratorio muisca por parte de la empresa M&P. Señalización del área que la empresa solicitó ampliar para exploración petrolera


Mapa 4. Hidrogeología en la provincia de Sugamuxi. Unidades de roca o suelo que almacenan agua en volúmenes suficientes para permitir su explotación


Mapa 5. Municipios del Meta y zonas de desplazamiento referidas en la investigación


Mapa 6. Mapa de tierras de la ANH en la Orinoquía


Mapa 7. Índice de Gini en la región orinocense


Mapa 8. Presencia de paramilitares y convenciones para explotación de recursos naturales


Mapa 9. Mapa de títulos y solicitudes mineras en Colombia


Tabla 1. Resumen de los conceptos del Glosario Técnico Minero


Tabla 2. Tipologías de poder aplicadas al empoderamiento


Tabla 3. Indicadores de medición del empoderamiento


Tabla 4. Pobreza, pobreza extrema y Gini por áreas 2014-2015


Tabla 5. Porcentaje de áreas praderizadas para ganadería contrastadas con el porcentaje de áreas de los municipios


Tabla 6. Áreas sembradas de palma aceitera en el Meta en el 2014


Tabla 7. Cantidad de hectáreas de reservas forestales en Colombia





Prólogo


Una de las acepciones de la palabra huella habla de la señal que deja el ser humano en la tierra por donde pasa. Entendiendo la tierra como el territorio, en esta obra el lector encontrará un análisis de las marcas que deja un paradigma de desarrollo económico, que no tiene en cuenta el bien común y solo prioriza la creación de una supuesta riqueza: afectaciones al medioambiente, violación de derechos humanos, ataques a la población y violencias. La mejora de las condiciones materiales de vida y de los indicadores económicos es una meta legítima, pero, como se recoge en estas páginas, no al precio de pasar por encima del equilibrio socioambiental; no a costa del medioambiente y de las personas.


Quizás, sin darnos cuenta de la magnitud de la tarea, estamos ante los grandes retos y problemas del sigl XXI. El extractivismo, los megaproyectos frente a las técnicas artesanales, la dependencia del petróleo, las nuevas fuentes de energía renovables, el respeto y reconocimiento de las culturas indígenas, el empoderamiento de la mujer en las regiones, las políticas de construcción de paz y reconciliación, las nuevas violencias o la tenencia de la tierra son los ejemplos que abordan los autores.


Los casos y hechos que se recogen en este libro nos deben llevar a dos caminos: una reflexión profunda sobre lo que ha pasado y está pasando en las regiones colombianas y, también, a líneas de acción a futuro para no tropezar dos veces con la misma piedra y poner en riesgo lo conseguido en el proceso de paz. De esta manera, se espera que estas páginas sean un grano de arena en la construcción y consolidación de un nuevo paradigma de desarrollo humano, social, sostenible, incluyente, con enfoque territorial, pacífico, cooperativo, justo, redistributivo y que tenga como eje el bien común y la dignidad de las personas. Esto puede sonar utópico, pero, al leer estos capítulos, no encontraremos otra cosa que realidades, buenas o malas; ahora le corresponde al lector comprometerse a replicar las mejores y a trabajar porque las peores no se vuelvan a repetir.


Miguel Urra Canales


Decano de la Facultad de Sociología


Universidad Santo Tomás


Bogotá, D. C., 9 de noviembre de 2018





Introducción


Desarrollo, cambio político y coyuntura económica: la transición hacia la implementación de los acuerdos de La Habana en Colombia 2016-2018


En lo corrido del siglo XXI, Latinoamérica ha experimentado un renovado giro económico hacia la explotación de materias primas entre las que los hidrocarburos, los minerales y la agroindustria para la exportación constituyen un componente fundamental para alcanzar cifras indicadoras de desarrollo. Tras décadas de impulso a la industrialización y el fortalecimiento de rubros económicos como el de los servicios, desde la última década por lo menos, la región padece una vez más los efectos históricamente demostrados de la imposición de una mirada del desarrollo que se corresponde con las bonanzas propiciadas por ese privilegio que se le da al crecimiento económico por la vía de la dependencia y el estancamiento de sectores productivos, con sus correspondientes efectos sociales y ambientales. Como sucedió en el pasado, al proceso se le han dado nombres asociados al colonialismo, a la dependencia y a la ambición especulativa; hoy se le tilda de neoextractivismo, economías de escala, todos denominadores útiles para abordar las distintas dimensiones que adoptan los ciclos económicos.


A lo largo del siglo XXI esto ha significado el recrudecimiento de variados efectos que resultan de esa inclinación por la obtención de divisas por las vías del monocultivo para la agroexportación, el acelerado crecimiento de economías de enclave que limitan las dinámicas locales a las veleidades del mercado de commodities, y la sobredimensión a la inversión extranjera directa como componente del producto interno bruto en la definición de la macroeconomía en los países que entraron en la cintura del ajuste estructural desde la década de 1980. El diagnóstico pareciera empeñarse en asociar los ciclos económicos con las burbujas de prosperidad que han ocurrido en otros tiempos en los Países Bajos: la enfermedad holandesa1 de hoy no es muy distinta a la fiebre de los tulipanes2 de ayer, cuando en el siglo XVII el afán especulativo arruinó uno de los focos más prósperos del entonces naciente capitalismo.


Entre los efectos adversos se pueden contar las perturbaciones sociales a nivel local, con impactos negativos en materia productiva, de empleo, el ascenso de prácticas delictivas que a menudo superan la imaginación, y la orientación de varias generaciones de jóvenes a proclamar una ruptura y la adopción de la mentalidad del dinero fácil y el enriquecimiento ilícito en abierto desdén por la vida rural o comunitaria. También se pueden incluir entre los efectos del desarrollo económico la reanimación de viejos conflictos socioeconómicos ya no comprensibles dentro de parámetros ideológicos o de clase —funcionales en otra época—, pues en su lugar imperan lógicas de acumulación que combinan lo legal y lo ilegal, casi siempre con la anuencia o ausencia del aparato estatal. La sostenibilidad del sistema de acumulación —llámese extractivismo, rentismo, neocolonialismo— fue impulsado en el discurso del desarrollo basado en la premisa de buscar un crecimiento sostenido, y se mantiene así aun cuando las ciencias naturales y sociales han demostrado que tal proceso es imposible de mantener en el tiempo sin ocasionar un colapso general, que en términos biológicos es similar al efecto del cáncer y la metástasis. La consolidación de ese silencio frente al sentido común ha llevado a negar las perturbaciones económicas que han recaído sobre las poblaciones directamente afectadas por las lógicas de explotación económica contemporáneas. Ese juego de tramoyas, de negar el mal y denunciarlo o diagnosticarlo solo cuando afecta a los jugadores centrales de la economía global, acarrea el descrédito o minimización del impacto en materia social y ambiental de la explotación acelerada de minerales, hidrocarburos o productos exóticos que deben arrebatársele a los pocos reductos donde la naturaleza se mantuvo relativamente prístina a pesar de siglos de saqueo.


El hecho de que los conflictos no perturben las sociedades latinoamericanas en cuantiosas sumas de sangre, como fue costumbre a lo largo del siglo XX, no significa que haya dejado un saldo social positivo luego de la bonanza pasajera; en ese caso, Colombia se distingue por presentar cuantiosas cifras en términos de víctimas asociadas a estos tipos de explotación. La limitación de la violencia directa en el plano productivo responde tanto a una dimensión renovada del capitalismo, en la que la intervención extranjera es impulsada por agentes privados corporativos y facilitada por los Gobiernos con un pulso discreto, pero siempre presente, así como a la capacidad de que los intereses productivos interfieran con el interés por el lucro. La política se ha modernizado en Latinoamérica, algo que parece probar la ciencia política al examinar la oleada de democratización reciente en la región, pero los espejismos democráticos resultan desiguales a la hora de medir la forma como han consolidado marcos jurídicos e instituciones gubernamentales fuertes, que supervisen el cumplimiento de normas básicas para la sostenibilidad y legalidad de la explotación de recursos.


Esa comunión entre capital y política, que tiene un rostro más sutil ahora que en los siglos XIX y XX, no significa que sea menos insidiosa. Esto se puede entender en un examen de las transformaciones mismas del vínculo político en las distintas estructuras del Estado en Latinoamérica, donde los linajes que controlan el régimen político son los que cuentan con la riqueza que el poder les facilita. Las burguesías latinoamericanas entablaron un vínculo con el tejido financiero y de organismos multilaterales durante las décadas de 1960 y 1970, una relación que articulaba los circuitos financieros con los nodos principales para la definición de la geopolítica global. En la época de la globalización, la participación de organismos internacionales para dirimir disputas y denunciar excesos en materia de conflictos, derechos humanos y sobreexplotación, son los mismos que alimentan versiones del discurso del desarrollo como iniciativas para transformar las dinámicas productivas y reconocer mercados y fuentes de recursos inexplotados. Las instituciones que denuncian las atrocidades de la pobreza y la sobreexplotación han sido desde la segunda posguerra las mismas que facilitan otros discursos como el de los derechos humanos, la cautela medioambiental y, como por una vuelta del destino, son las mismas que coadyuvan a doblar el brazo de las naciones que no permiten intrusiones a su soberanía. En otras palabras, la escena de la explotación de recursos en el ámbito internacional se entronca con las instancias institucionales que se crearon a lo largo del proceso de globalización, en tanto han otorgado garantía de legitimidad, supervisión, judicialización y justificación moral y ambiental para que el impulso de la explotación capitalista parezca menos oneroso de lo que en realidad resulta.


La precariedad económica de los países latinoamericanos ha obligado a los Gobiernos a adoptar rumbos productivos, que terminan por generar daños a futuro que no compensan los frutos de la bonanza; también las decisiones se toman en el despertar de ambiciones que llevan a desorientar las premisas gubernamentales del bien común. En contextos como el colombiano, donde hay conflicto armado, cultivos ilícitos y eterna pugna social por la titulación y aprovechamiento de tierras, lo ambiental pasa con mayor rapidez a un segundo plano. Los procesos de sufragio y renovación constitucional han alentado, contrario a lo esperado, una crisis generalizada de credibilidad institucional, en medio de un acelerado proceso de explotación de recursos, desigualdad en la distribución del ingreso y desorden político de los actores sociales. En Colombia, a la exportación de productos agrícolas se le suman los cultivos de coca, amapola y marihuana, y desde hace dos décadas se le acompaña de la presión legal e ilegal asociada con la minería y la extracción de hidrocarburos como sectores que impulsaron la bonanza económica durante la primera década del siglo XXI. Estos fenómenos no se corresponden, por ejemplo, con una efectiva implementación de las premisas del discurso del desarrollo: democratización del acceso a la tierra para que sea el mercado el que se encargue de su asignación y uso, formación técnica y profesional para impulsar las fuerzas productivas en su conjunto, y modernización institucional para hacer efectivo al Estado allí donde le corresponde cumplir las funciones que el mercado le asigna.


Desde la década de 1950, cuando los Estados Unidos implementaron la planificación para el desarrollo a través de la Alianza para el Progreso, las clases dominantes se han resistido a las reformas requeridas para que la economía florezca según las proyecciones teóricas que inspiran el ajuste hacia la democratización capitalista. El efecto ha sido un avance en la inequidad, el deterioro de la legitimidad del Estado porque asigna ventajas en un contexto donde debería preservar la competencia, la desconfianza social por cuenta de una creciente explotación y, finalmente, el beneficio para minorías encumbradas en el Estado por la administración y la gestión pública que realizan en beneficio propio. Pero esto no solo ocurre en Colombia, casi por regla es la tragedia de las periferias animando su perpetua dependencia. Los flujos de capital circulan entre los intereses políticos también, lo que significa que la institucionalidad del Estado ha sido capturada por los actores económicos, a menudo armados, y así el conjuro del saqueo de recursos naturales se hace a través de la colusión, el clientelismo y ejemplos sistemáticos de corrupción y desfalco al erario.


Fenómenos recientes como el descubrimiento de esquemas empresariales que han permitido ocultar bajo la reserva informativa financiera en Panamá, los Panama Papers, y la alianza público-privada que Odebrecht orquestó para convertirse en un mecanismo político con tentáculos electorales en cada país por la vía de la contratación de obras de infraestructura privada y pública, dejan ver cómo la ilusión del desarrollo, el buen vivir, la preservación de los derechos humanos o la libre expresión de los periodistas son ilusiones discursivas ante las enormes riquezas que están en juego. En ambos casos, los denunciantes han visto cómo la verdad se vuelca en su contra, esto sin profundizar en el hecho de que algunos de ellos han muerto de forma violenta, y, luego de años del vuelco de los regímenes políticos latinoamericanos, estos han caído uno tras otro bajo la égida conservadora que fomenta esta concepción del Estado y la prosperidad económica. La legislación minera, solo para mencionar un ejemplo, ofrece casos de esta dinámica, tanto en la esfera local como en la cúspide gubernamental y corporativa, lo que instauró la práctica de la puerta giratoria como la demostración de la simultaneidad de intereses, de cara a la opinión pública.


Ante este panorama, resulta necesario acercarse al conocimiento detallado de cuáles son las formas como se establecen en los territorios los mecanismos con los que se busca generar el crecimiento económico entendido como la única forma del desarrollo nacional. El estudio de casos concretos y las lógicas locales de interacción entre el Estado, los actores sociales y económico permite reconocer el impacto social y ambiental que dichos mecanismos generan en las poblaciones y, por ende, cómo estas responden a los conflictos socioambientales que interfieren en su cotidianidad. En otras palabras, en este libro se busca identificar particularidades para el caso colombiano de la implementación del desarrollo como modelo de planificación, como discurso funcional para las estrategias de acumulación y segmentación social, de transformación territorial, y hasta qué punto determina la configuración legislativa la organización de los actores sociales en sus demandas para contrarrestar los efectos del desarrollo mismo, y el particular legado del acomodamiento de las fuerzas productivas a las particularidades de la globalización en la época de reconfiguración del ajuste estructural en Colombia.


El contexto regional e internacional también resulta inquietante a la hora de balancear el contenido y propósito de este libro. Entre los años 2015 y 2017, los autores desarrollaron las investigaciones incluidas, antesala al evento Huellas del desarrollo. Intersecciones entre conflicto, reconfiguración social y paz en Colombia, realizado el 24 de abril del 2017, en el que se hicieron converger con el auspicio de las universidades Santo Tomás y de La Salle. Aunque inicialmente estas investigaciones respondían a las inquietudes que despertaban la caída de los precios de productos primarios, y en particular de minerales e hidrocarburos, el mundo presenciaba el auge en la construcción de megaobras de infraestructura que definieron en buena medida las agendas de política económica de los países periféricos. Esta convergencia —apenas hoy empezamos a reconocerlo— significó el destape de prácticas de vieja data en los procesos de contratación y asignación territorial que realizan los Estados en favor de corporaciones privadas, que a menudo combinan inversiones en minería e infraestructura, y que los distintos Gobiernos de Latinoamérica orientaron a satisfacer requerimientos en la demanda de energía eléctrica, agua, mano de obra no calificada, así como la prospección territorial para evitar incomodar los intereses del gran capital internacional ante demandas por temas de los efectos que tales obras tienen en el orden comunitario y de sostenibilidad medioambiental.


Si bien en sus inicios el libro buscaba contextualizar las inquietudes que hay frente a la noción de desarrollo, la realidad del país desbordó rápidamente ese propósito. No solo se empieza a sentir en Colombia el efecto de las decisiones comunitarias que intentan bloquear proyectos de minería de gran escala e infraestructura pese a la ambigüedad del Estado que oscila entre seguir la voluntad popular o privilegiar los intereses de corporaciones multinacionales. También, la democracia del país significó un reto como resultado de un referendo que dejó en entredicho el proceso de negociación con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia —en adelante Farc—, los acuerdos alcanzados y las posibilidades de construir una paz duradera, sumado a la paradójica negativa formal en las urnas de cara a limitar el efecto de la corrupción y el detrimento patrimonial de la nación por intereses políticos. Esto demuestra cómo la fuerza de las oposiciones políticas instrumentalizan la acción política de la ciudadanía a pesar de la significativa transformación de la manera como nos informamos y adoptamos una posición política frente a los problemas reales de nuestra sociedad; también, el viraje de buena parte de los regímenes políticos del planeta, del centro y centro-izquierda hacia la derecha, responde a un proceso de fortalecimiento de los mecanismos políticos usados por los emporios económicos, sin que la población pueda reversar mucho decisiones que adoptan amplias mayorías desinformadas, intimidadas, o que observan en los neopopulismos una posibilidad de ver resueltos sus temores y angustias. Si algo nos deja esta lección es que vivimos una época dinámica y contradictoria, que parece cuestionar los marcos de análisis usados para entender e interpretar la realidad contemporánea.


Este libro reúne investigaciones que se preocupan por los efectos del desarrollo en una retrospectiva de mediano plazo. Sin embargo, esa realidad que interpretan se ubica en el escenario político relacionado con el Acuerdo de Paz de la administración de Juan Manuel Santos con la guerrilla de las Farc, y la difícil fase de implementación que se inicia bajo el Gobierno de Iván Duque Márquez, quien, en representación del partido Centro Democrático, no reconoce dicha negociación y viene arrojando dudas sobre los elementos propios del acuerdo, así como el marco jurídico bajo el cual se debe implementar en un ejercicio de justicia transicional. En ese propósito, resulta importante analizar las limitaciones de la pacificación con relación a la mirada de desarrollo imperante, que propende por mecanismos depredadores tanto de la naturaleza como de las comunidades residentes en los territorios vistos como fuentes de desarrollo por cuenta de la presencia de recursos energéticos. Estas limitaciones tienen que ver precisamente con los móviles del conflicto armado, identificados por las partes negociadoras, principalmente con relación al problema de la distribución de la tierra en Colombia, de ahí que resulte ser este un tema central para la comprensión de las posibilidades de desarrollo del país. Aunado a ello, es importante evidenciar la continuidad del accionar de actores armados que se presuponían desmovilizados y que persisten en su dinámica de funcionamiento, justamente por cuenta de dichas lógicas de acumulación de capital que benefician a determinados sectores en detrimento de las comunidades locales.


Como un intento por avanzar en la solución de estos interrogantes, el presente libro reúne resultados de investigación que ofrecen elementos de discusión desde tres perspectivas principales. En primer lugar, las facetas del desarrollo en su renovado impulso de comienzos del siglo XXI, cuando la estructura democrática del país ha terminado por legitimar el extractivismo, en tanto involucra a las poblaciones por la vía del sufragio —consultas populares— y actualiza los marcos constitucionales o jurídicos, mismos que han dado libre tránsito a intereses desbordados en los procesos de bonanza minero-energética y agroindustrial. En segundo lugar, se examinan los confines de la participación social no tanto como un resultado de la renovación constitucional de 1991 y su efecto en las instituciones que orienta, sino en las formas de organización alternativa que resultan del padecimiento de los efectos de un desarrollo desordenado, una constante marginalización de la población en medio de la abundancia de recursos y la inclusión participativa de nuevos actores sociales impulsados por el descontento y la organización por fuera de los canales políticos tradicionales. Finalmente, de cara a la constante de violencia en Colombia, se ofrecen perspectivas sobre fenómenos como la continuidad del accionar armado de actores que se suponían oficialmente acabados y también respecto a la distribución de la tierra, factores centrales para las posibilidades de implementación del acuerdo de pacificación recientemente alcanzado por el Gobierno con la guerrilla de las Farc, en aras de reconocer las limitaciones existentes en materia de política pública y supervisión institucional y las dificultades de un desarrollo real a lo largo del territorio nacional.


En la experiencia colombiana, el desarrollo ha estado condicionado, además, por la presencia constante del conflicto político armado. La violencia, y en particular aquella que tiene un carácter político, fue una variable determinante durante las diferentes administraciones de gobierno por más de medio siglo; lo que significó una disminución en el presupuesto destinado a los bienes requeridos para garantizar el bienestar de la población colombiana: salud, vivienda, educación, alimentación, trabajo, cultura, investigación, etc. El recorte en estos diferentes sectores tenía como propósito concentrar la inversión en la lucha contra las guerrillas, presentadas como el actor principal del conflicto con el Estado, pese a la existencia de otros varios actores que complejizan el escenario de la guerra, tales como el paramilitarismo y los ejércitos al servicio exclusivo de los carteles de la droga. De esta manera, se hizo posible consolidar progresivamente las políticas de seguridad, materializadas en el gasto en el sector defensa, es decir, en salarios a miembros del cuerpo militar y policial, armamento, equipamientos, tecnología e incentivos para la desmovilización.


Sin lugar a dudas, las administraciones que más fortalecieron el incremento y modernización del pie de fuerza en el ámbito nacional corresponden a los períodos de gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) y Juan Manuel Santos (2010-2014). No en vano fueron quienes dieron los más duros golpes a la guerrilla de las Farc3, lo que es leído en ocasiones como un factor que presionó a esta para que decidiera aceptar una negociación de paz a la que asistimos durante la anterior administración de Juan Manuel Santos, y que se encuentra hoy en su fase de implementación, pese a que el Gobierno actual no reconozca dicho acuerdo y privilegie el exterminio de esta última por vía de la fuerza. No obstante, es innegable que el bienestar de la población colombiana pasa por la terminación de la guerra, para así enfocar la agenda pública hacia la administración de todo el conjunto de bienes necesarios para la reproducción de la sociedad, lo que posibilita avanzar en la tarea de la modernización del Estado colombiano, es decir, en la consolidación de un Estado de derecho.


Resulta fácil la justificación de este argumento, al considerar la ausencia de enfrentamientos entre las Farc y las Fuerzas Armadas, pero también, por el camino de la desaparición de las acciones bélicas que caracterizaban el repertorio de acción de este actor: muertes, secuestros, extorsiones, atentados contra la infraestructura y estaciones de Policía, etc., y sumado a ello, de las consecuencias indirectas por cuenta del terror que se instauraba en los territorios donde tenía lugar el conflicto, como por ejemplo el desplazamiento forzado de población. Sin embargo, este último fenómeno producto de la guerra no se encuentra vinculado únicamente al conflicto con las guerrillas. Aunque fue uno de los argumentos para justificar la necesidad del fortalecimiento del pie de fuerza y la confrontación armada, la verdad es que el desplazamiento resulta de la expropiación de tierras, una constante histórica en Colombia —que podría considerarse un catalizador del surgimiento de agrupaciones subversivas—, impulsada por terratenientes, comerciantes, militares, jefes políticos locales y mafiosos, quienes se hicieron con el control territorial de vastas zonas de Colombia, donde encontraron posibilidades de acumulación de capital por cuenta de la explotación de los recursos naturales —hidrocarburos y minerales4—, cultivos agroindustriales y cultivos ilícitos. Además, este fenómeno se enfatiza producto de la mencionada renovación del capitalismo en la que la intervención extranjera es impulsada por agentes privados con el beneplácito del Estado, un fenómeno que sugiere la correspondencia entre capital y política de manera explícita.


En esta labor jugó un papel determinante la conformación de ejércitos privados de “autodefensa” que se encargaron del ejercicio eficaz de la violencia como mecanismo de dominación, lo que dio como resultado la acumulación de tierras en pocas manos y el incremento de población campesina arrojada a las ciudades donde se reduce su existencia a la supervivencia bajo situaciones precarias. Precisamente, la magnitud de esta problemática y su importancia como condición del conflicto político histórico en el país se reflejan en la priorización otorgada en el Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera(2016), a través del primer punto denominado “Hacia un Nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”, en el que se busca, por una parte, fortalecer las condiciones del campesinado en Colombia para garantizar su existencia como un actor económico en el desarrollo del país; pero también, posibilitar el acceso a la tierra y la restitución, mecanismo para revertir los efectos del conflicto a través del retorno de las víctimas del desplazamiento forzado a sus tierras.


Tal como fue acordado, esta iniciativa vislumbraba un futuro esperanzador para el país. No obstante, el contexto colombiano va más allá de un conflicto directo entre una guerrilla y las Fuerzas Militares del Estado, los únicos actores implicados en dicho Acuerdo de Paz, razón por la que la implementación de esta reforma es todo un reto. Además de otras guerrillas, algunas facciones de las Farc —como por ejemplo el Frente Primero que tiene como zona de influencia el departamento del Guaviare— no se acogieron al proceso de paz, por el cálculo entre los beneficios que les proporciona la guerra y las desventajas de la incorporación a la vida civil, en tanto ahora pueden mantener el control de los territorios, para lo cual se establecen alianzas con bandas criminales y organizaciones delincuenciales, en pro de la obtención de las rentas derivadas de la explotación de los recursos presentes en el subsuelo y de los cultivos ilícitos, lo que en últimas se hace posible a través de alianzas establecidas con políticos locales. Además, la falta de claridad en cuanto a la implementación del acuerdo en sus diferentes puntos y las garantías para la desmovilización, principalmente por el Gobierno de Iván Duque que, bajo la influencia del senador Álvaro Uribe, no reconoce y pone trabas a la implementación de lo acordado, inciden de manera determinante en el fenómeno de las escisiones.


Adicionalmente, otros actores armados aparecen para copar los espacios dejados por la guerrilla de las Farc, haciéndose al control territorial con miras a la explotación de la abundante oferta de recursos que tienen las diferentes regiones en Colombia. Se trata de otras guerrillas como el Ejército de Liberación Nacional —en adelante ELN—, pero principalmente de agrupaciones paramilitares o bandas criminales, delincuentes organizados no identificados, y la fuerza pública.


Como resultado de este nuevo panorama, desde la firma de los Acuerdos de Paz en septiembre del año 2016 se agudizó el asesinato de líderes sociales y defensores de derechos humanos. Según informe del Sistema de Información sobre Agresiones a Defensores de Derechos Humanos —en adelante SIADDHH— (2017), hasta junio del año 2017, se habían registrado 82 asesinatos de defensores de derechos humanos a manos de estos actores armados; mientras la Defensoría del Pueblo registró 133 asesinatos perpetrados en 2016 y 126 en 2017, para un total de 259. Una de las principales motivaciones de dichos homicidios responde a la reclamación de tierras y a la defensa de los recursos naturales5 amenazados por las prácticas de explotación en las que se basa el modelo de crecimiento económico en Colombia, que ha otorgado multiplicidad de títulos mineros a multinacionales extranjeras, incluso en zonas prohibidas para actividades extractivas —páramos, fuentes de agua o comunidades protegidas—; desaparición y contaminación de aguas y aire; proyectos madereros que incrementaron la deforestación; proyectos agroindustriales que deterioran la tierra y disminuyen la biodiversidad; reducción de recursos para la gestión ambiental, y, en algunos casos, el redireccionamiento de las regalías al cubrimiento del déficit fiscal.


Según Global Witness (2016), en el caso colombiano, el proceso de paz es un factor que probablemente incidió en el incremento de este tipo de muertes, debido a que el control de la guerrilla de las Farc en sus áreas de influencia implicaba un freno a las compañías extractivas, que vieron en la desmovilización y el desarme una oportunidad para sacar provecho de estos territorios. El papel de los grupos paramilitares o bandas criminales es clave en este escenario, ya que además de lucrarse directamente de actividades como la minería ilegal, en algunos casos brindan seguridad a las empresas que llegan a explotar recursos naturales, así como también, obstaculizan los procesos de reclamación de tierras por parte de poblaciones desplazadas que buscan retornar a sus territorios de origen, algunas de ellas poblaciones indígenas y afrocolombianas que esperan recuperar tierras ancestrales.


Las posibilidades de impedir la generación de nuevas oleadas de violencia en estas regiones afectadas históricamente por el conflicto armado dependen del papel del Estado, que tanto en el Gobierno de Juan Manuel Santos, como ahora bajo el Gobierno de Iván Duque, se ha concentrado en presionar por aumentar la inversión extranjera, desconociendo las realidades regionales y locales de las comunidades, no solo en términos sociales y políticos sino también ambientales y geofísicos. En Colombia, aunque los Gobiernos atribuyan a sus planes de desarrollo el carácter de “sostenible”, en realidad no se ha implementado una política que garantice el respeto de los planes de desarrollo, formas económicas de poblaciones locales y planes de ordenamiento territorial local —como bien lo señalan Botero y Fonseca en la segunda parte del presente libro— que atienda las demandas de la población, ni la protección del medioambiente como interés superior, tal y como se establece en el Título ii, capítulo 3 de la Constitución de 1991. Esta situación contribuye a la reinvención de los conflictos violentos en los territorios en vez de propender por la pacificación, pese a las negociaciones de paz con actores armados como las guerrillas.


* * *


En la primera sección del libro, las investigaciones convocadas ofrecen un diagnóstico de las dimensiones locales y sociales acarreadas por el impacto reciente del desarrollo. A la vez que se estudian contextos de explotación minera, obras de infraestructura necesarias para habilitar el país para los retos productivos de la renovada modernización de los procesos extractivos del sector primario, en los textos aquí reunidos hay un esfuerzo por identificar los particulares efectos de la porosa presencia del Gobierno, y el común denominador de la instrumentalización institucional con fines de lucro de funcionarios y agentes privados. Los autores coinciden en explorar las facetas más recientes del impulso extractivista y a la vez cotejan la erosión de las premisas normativas, tanto del difuso marco legal que tienen y la ruptura de normas consuetudinarias que catapultan la reacción social, como la resistencia, movilización, desplazamiento o participación directa en los fenómenos que aquejan distintas zonas del país.


En el primer capítulo del libro, Alejandra Mahecha, Ana Púa y Elizabeth Ortiz ofrecen un detallado recuento de las transiciones legislativas e institucionales que circunscriben los problemas de manejo de la minería en el país, donde resaltan la colusión público-privada y la interinidad que marca toda iniciativa en la materia, por lo que se perpetúa la actividad minera en condiciones de abandono y permite el detrimento de los recursos naturales que son para el beneficio del conjunto de la sociedad. Complementario a este trabajo, Catalina Quiroga nos ofrece un marco conceptual para identificar los parámetros usados para determinar el carácter legal de la minería en Colombia, donde la principal falla parece provenir de las inconsistencias en las políticas gubernamentales para dar solidez a la posición del Estado en el cuidado de los recursos, factor que permite el predominio de intereses privados y fallas administrativas que redundan en un desorden generalizado de la formas de explotación minera. Por otra parte, ya en un plano que observa de cerca las dinámicas sociales resultantes, Angie Bermúdez, Adriana Simbaqueba y Nicole Ruiz hacen un detallado examen de la explotación de hidrocarburos en una provincia al noroccidente de Bogotá, que además de involucrar varios departamentos y lógicas territoriales, comunitarias y ambientales, tiene una trayectoria histórica que hace de Sugamuxi un ejemplo de la forma como la movilización comunitaria se proyecta en el uso de los marcos constitucional y legislativo, para así limitar el efecto del extractivismo. Allí donde la dinámica económica ocasiona rupturas en el vínculo social, aparecen expresiones de reconfiguración social que cuentan con antecedentes y proyectan el futuro desde una posición que se respalda en la ley, el activismo comunitario local y la búsqueda por la validación de los derechos colectivos.


En esta sección también se aportan elementos asociados a dos fuentes de conflicto social y económico en la perspectiva de la integración territorial a los procesos extractivistas en la última década. En primer lugar, está el trabajo de Diego Ballén, donde se hace una aproximación a la influencia que una obra de infraestructura energética tuvo en el despertar de procesos de integración comunitaria, en los que la crítica al Gobierno sintetiza el conflicto armado, el rentismo, el despilfarro presupuestal y la desviación de la legislación medioambiental puesta en contra de las comunidades afectadas con la construcción de la hidroeléctrica de El Quimbo. Allí mismo, el autor ofrece una mirada al conjuro de intereses políticos y del sector minero, que resultarán siendo los principales beneficiados por la disponibilidad de agua y energía y la disminución de sus contribuciones por la vía de exenciones de impuestos. Esta sección se cierra con un análisis de los efectos que tienen las narrativas de televisión en la configuración de la mentalidad de las poblaciones juveniles que se desplazan del campo hacia espacios donde las industrias extractivas impulsan la vinculación laboral mientras promueven estilos de vida que distorsionan las perspectivas de vida comunitaria, familiar y personal. Además de examinar la influencia que las narrativas de los programas de reality en la población urbana y rural, y los mínimos controles que hay frente a las producciones que se transmiten en el país, el reality show Gold Rush (2010) sirve al autor como una ventana para comprender las lógicas en las que se sumerge la población afectada por el trauma del desarraigo y la forma como se configuran condiciones anómicas en el país.


En la segunda sección de este libro, se presentan investigaciones donde se balancea el alcance efectivo del discurso sobre el desarrollo desde tres perspectivas principales. Primero, en la perspectiva de la inclusión y allí el lugar que juegan los indígenas en la configuración de la nación como proyecto; en el estudio de los planes de desarrollo y el marco constitucional de ambos países, Suad Fonseca y Paola Botero explican la diferencia de perspectivas entre Colombia y Ecuador y los efectos de esa fórmula de inclusión en los procesos democráticos que resultan reflejados en la calidad de vida y la transformación económica de estas naciones en seguimiento de esas premisas de crecimiento. En segundo lugar, se presentan dos trabajos que enfatizan en materia de género y liderazgo social. El primero, un estudio adelantado por Claudia Valero y Luis Carlos Cuervo sobre la toma de decisiones en el ámbito familiar de las víctimas del conflicto en el departamento del Meta y la forma como la experiencia traumática del desplazamiento ha impulsado procesos de organización y liderazgo femenino que terminan por incidir directamente en la configuración de roles de género en espacios productivos rurales que superan las crisis modificando el pacto patriarcal tradicional. El segundo consiste en una perspectiva complementaria al trabajo de Cuervo y Valero, donde Alexander Barreto es guiado por el concepto de empoderamiento colectivo al explorar los factores que se combinan para dar origen y ver florecer liderazgos femeninos con una fuerte cohesión organizativa que se expresa en la movilización y toma de decisiones, y así articula acción y reflexión al promover una capacitación y reflexión de las mujeres para adoptar posiciones que trascienden como movilización en pro de metas establecidas como de interés colectivo.


Por otra parte, dentro de las políticas de reintegración a la vida civil de exmilitantes de grupos al margen de la ley, Luisa Ramírez y Yenifer Beltrán ofrecen un balance de los resultados en el contexto educativo y laboral de Bucaramanga. Al ver el alcance de los mecanismos de reintegración que resulta siempre idealizado en las proyecciones que sustentan las políticas públicas, las autoras sugieren que la planificación puede llevar a una efectividad mayor, como sucede en el caso que estudian, donde la interacción en las esferas productivas locales permite articular procesos que a mediano plazo ofrecen una esperanza para los marcos de acción que serán ejecutados en los años venideros tras el acuerdo suscrito con las Farc.


Finalmente, en la tercera parte del libro el análisis se centra en los espacios de planificación a futuro, donde la efectividad del desarrollo se haga manifiesta en la posibilidad de promover oportunidades encaminadas a consolidar una paz duradera en las que el desarrollo sea motor de cambio y no el detonante de la reiteración en errores y desaciertos. Esta sección busca explicar algunos fenómenos relacionados con las dinámicas territoriales de conflicto, con el propósito de dar cuenta de las posibilidades de la pacificación, condición para el desarrollo del país. En el primer capítulo, Catalina Acosta centra su atención en el análisis de las agrupaciones que oficialmente se han denominado bandas criminales, en un esfuerzo por comprender cuáles son sus dinámicas de funcionamiento y, concretamente, las rupturas y continuidades con los antiguos bloques de las Autodefensas Unidas de Colombia —en adelante AUC—, que se desmovilizaron entre 2004 y 2006. En este trabajo se evidencia cómo muchas de estas “nuevas” organizaciones al margen de la ley se hacen con el control de zonas con presencia de recursos minero-energéticos, pero también de cultivos ilícitos, para lo cual se establecen alianzas con actores diversos. Dicho control territorial implica la continuidad de la violencia y la incertidumbre para la población civil, que continúa siendo el actor más perjudicado, además de que obstaculiza las posibilidades de la implementación de la política de restitución de tierras a campesinos desplazados.


En el segundo capítulo, Stefan Ortiz analiza cómo el éxito de la paz negociada atraviesa por la necesaria resolución de estos problemas agrarios, donde el desarrollo sea benéfico. El autor además ofrece un completo examen de la recomposición del latifundio y sus orientaciones productivas, de propiedad, y los efectos en términos de territorios donde la correlación de las fuerzas sociales resulta en distintos niveles de conflictividad. Por otra parte, Raúl Clavijo, Alejandra Ballén y Victoria Giraldo analizan las posibilidades de la implementación del primer punto del Acuerdo de Paz referido a la Reforma Rural Integral, a partir de la experiencia del departamento del Meta con relación a la situación de la distribución actual de la tierra. Para ello, los autores hacen un recuento de las etapas de la colonización y composición de grupos insurgentes como expresión de la movilización campesina en el Ariari, y establecen una cronología del proceso y su relación con los fallidos intentos de resolver el conflicto político y social, hasta nuestros días. En su conjunto, estos tres últimos capítulos del libro dan cuenta de la realidad frente a elementos indispensables —continuidad de actores armados ilegales y fenómeno agrario—, no solo para las posibilidades de materialización del Acuerdo de Paz, sino de manera más trascendental, para una verdadera apuesta de desarrollo para Colombia, debido a que la violencia y el desarrollo son dos fenómenos correlacionados de manera inversamente proporcional.


No queremos dejar pasar esta introducción sin agradecer a Miguel Urra Canales, decano de la Facultad de Sociología de la Universidad Santo Tomás, quien ha apoyado por medio de su gestión administrativa las actividades relacionadas con el presente libro, como el evento Huellas del desarrollo. Intersecciones entre conflicto, reconfiguración social y paz en Colombia, realizado durante la Semana de la Sociología en abril del 2017, a partir del cual se hizo posible discutir los hallazgos y análisis que tenemos la oportunidad de compartir hoy al lector.
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1 La enfermedad holandesa es un fenómeno que ocurre cuando un país recibe una cantidad masiva de recursos económicos del extranjero, detonando una fuerte apreciación de su moneda y provocando una pérdida de competitividad en las exportaciones y un encarecimiento del valor en dólares de los bienes y servicios comercializados en el mercado local (recuperado de https://www.eleconomista.com.mx/opinion/El-riesgo-de-enfermedad-holandesa-para-Mexico-20140918-0017. html).


2 La fiebre de los tulipanes o tulipomanía fue un período de euforia especulativa que se produjo en los Países Bajos en el siglo XVII. El objeto de especulación fueron los bulbos de tulipán, cuyo precio alcanzó niveles desorbitados, dando lugar a una gran burbuja económica y a una crisis financiera (recuperado de https://www.rankia.com/blog/value-and-hold/2274866-tulipomania-fiebre-tulipanes-i).


3 Algunos de los golpes más significativos fueron la muerte de Raúl Reyes en marzo del 2008, del Mono Jojoy en septiembre del 2010 y de Alfonso Cano en noviembre del 2011, todos importantes jefes de la organización, además de las “bajas” experimentadas por la arremetida de la Fuerza Pública.


4 Particularmente el oro, que, según Ávila y Valencia (2016), después de su valorización en el año 2008, se convirtió en una fuente de recursos importante para los grupos armados.


5 De acuerdo con datos proporcionados en el informe Defensores de la Tierra realizado por la ONG inglesa Global Witness, Colombia ocupó el segundo puesto después de Brasil (49 muertes), como el país en el que se perpetraron más asesinatos de líderes reclamantes de tierras y ambientalistas (37) durante el año 2016. 22 de estas muertes fueron perpetradas por grupos paramilitares.
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DESARROLLO Y CONFLICTOS SOCIOAMBIENTALES:
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Un análisis de la legislación y las instituciones para la planificación del desarrollo extractivista minero en Colombia
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El debate actual sobre la explotación minera y sus efectos sobre la población, el medioambiente y la economía, permite analizar diferentes perspectivas acerca del modelo económico que se está implementando en nuestro país. Para entender de qué forma Colombia ha padecido los efectos del modelo extractivista de impulso económico en América Latina, es necesario analizar elementos como el territorio y el marco jurídico, ya que son factores que aportan a la creación y al desarrollo de las políticas públicas de Colombia. Para efecto de esta investigación es importante hacer un estudio de los procesos legislativos y las intervenciones institucionales que han repercutido en el desarrollo de una política ambiental en torno al agua y a la explotación de los recursos mineros. En este capítulo se busca entablar una discusión con las facetas más importantes en términos de política ambiental minera y los organismos de control vigente, así como analizar el marco institucional que los opera y gestiona para ofrecer resultados de impacto como beneficio o detrimento para el conjunto de la sociedad.


El despegue en la exploración de hidrocarburos y minerales promovió el ingreso del capital extranjero y determinó parte del modelo de desarrollo en Colombia, por lo tanto es importante conocer la legislación que definió parte del ordenamiento territorial y el control de esos recursos naturales. El texto se desarrolla entonces en cinco partes. En primer lugar, se presenta una revisión histórica de las principales ideas de desarrollo implementadas en Colombia desde la década de 1950. En segundo lugar, se exponen los antecedentes de la legislación minera previa a la crisis ambiental que se generó en la década de 1970. Es clave resaltar que el impacto de esta crisis fue de carácter global, lo que ocasionó que en la comunidad internacional surgiera una preocupación por la protección del medioambiente. En tercer lugar, se analizan las transiciones del marco legal de la minería en Colombia desde una perspectiva ambiental e institucional. En cuarto lugar, se identifican los efectos de la transición institucional que se originó a partir de 1986 y se hace énfasis en los impactos directos del cambio constitucional sobre la política pública ambiental y minera. Finalmente, se discute la importancia de establecer una estructura legal fuerte que responda a los requerimientos ambientales y económicos que requiere el país.


De la planificación para el desarrollo al desarrollo extractivista


El objetivo de esta sección es reconocer cuáles han sido los principales cambios de la legislación minera en Colombia, que desde la época de la Colonia y desde el primer decreto sobre minas que expidió Simón Bolívar en el año 1829, se ha transformado constantemente para responder a las necesidades y requerimientos de este sector económico. En Latinoamérica, al igual que en Colombia, se hizo necesaria la existencia de una legislación que regulara este tipo de actividad, que de no llevarse a cabo dentro de ciertos estándares, puede ser muy perjudicial principalmente para el medioambiente y las comunidades aledañas a zonas mineras. Durante la época colonial, a comienzos del siglo XVI, los conquistadores españoles ocuparon el territorio colombiano. Cuando terminó esta etapa, los residentes continuaron con la práctica en los lugares señalados por los nativos, lo cual permitió que se consolidaran modelos de organización y sistemas de explotación más eficientes para obtener metales preciados, principalmente oro en las fuentes naturales. De esta manera se formalizó la minería en nuestro país; los Gobiernos de la Colonia implementaron la legislación minera que regía en España y bajo esta premisa se impuso formalmente la actividad minera en lo que hoy corresponde al territorio colombiano (Poveda, 2002).


Durante la época de la República, Simón Bolívar expidió el primer decreto sobre minas, el cual fomentó de manera legal la minería y presentó a esta actividad extractiva como una de las principales fuentes de la riqueza pública. No obstante, la legislación minera colombiana se ha trasformado desde su implementación en 1829, atendiendo las diversas etapas que ha atravesado el país, diferenciadas por Gobiernos con distintos tintes políticos y visiones económicas, así como cambios en el contexto internacional y en época reciente con la proliferación de organizaciones de protección al medioambiente; todos estos fenómenos a lo largo de la historia del país han condicionado auges y crisis del sector minero, para la explotación de oro, carbón, níquel, esmeraldas y zafiros, minerales tradicionales que permitieron la conformación de un sector minero exportador sólido.


El extractivismo se ha constituido como un modelo de acumulación que empezó a configurarse desde la Conquista y en procesos de colonización en países de Asía, África, Norteamérica y América Latina (Acosta, 2008). El éxito de esta actividad la ha colocado como un modelo de desarrollo por seguir para impulsar la economía de muchos países. El extractivismo no es una práctica nueva; sin embargo, la forma de entenderlo en la actualidad suele estar ligada a la corriente neoliberal; esta situación puede entenderse a partir del concepto capitalismo minero, donde las grandes empresas toman ventaja de la interconexión política y económica que el mundo globalizado de hoy les ofrece, lo cual facilita la obtención de recursos y la apropiación de los territorios débilmente establecidos, donde la presencia del Estado, las instituciones o una autoridad estatal que imponga la ley es precaria, factores que en conjunto han permitido encontrar un ambiente propicio para maximizar sus beneficios a cualquier costo (Pardo, 2013).


Las principales motivaciones de la expansión imperialista de Europa hacia América Latina se definió a partir de tres elementos: la extracción de los metales preciosos como el oro y la plata, el uso de tierras, y la explotación de la fuerza de trabajo. Lo anterior demuestra cómo el imperialismo extractivo ha desarrollado varias formas de conquista a lo largo de la historia del capitalismo comercial, pasando del capitalismo industrial al surgimiento del capitalismo monopólico que hasta la actualidad sigue vigente a través de las megacorporaciones globales aliadas con el capital financiero (Veltmeyer, 2011). En Colombia, durante las últimas tres décadas, los Gobiernos han intentado incentivar la economía del país mediante estrategias que atraigan multinacionales mineras para la explotación del subsuelo en áreas rurales, donde al interior de las comunidades se han desatado conflictos socioambientales con la llegada de dichas empresas, que no solo explotan los recursos naturales, sino también desmantelan la tranquilidad de las comunidades mediante estrategias a menudo engañosas y violentas.


Colombia es un claro ejemplo de cómo el modelo de extracción de recursos naturales se ha constituido como una forma de desarrollo para el país, dejando de lado los intereses sociales y culturales de las comunidades afectadas por la llegada de corporaciones, que pretenden lucrarse por medio del subsuelo que se explota a lo largo y ancho del país. En el desarrollo de esta investigación se realiza un balance del marco legal que rige la ejecución minera en Colombia desde una perspectiva institucional y ambiental, con el propósito de determinar cuáles leyes e instituciones balancean el desarrollo y la acumulación extractivista.



Estabilización del modelo de desarrollo económico en Colombia (1950-1970)


Durante los primeros años del siglo XX, los metales fueron los únicos productos de la minería nacional y Colombia logró integrarse a la economía mundial a través del oro como producto de exportación. Como lo afirma Molina (2011), esta incursión en la economía capitalista permitió que se desarrollaran habilidades técnicas y empresariales, generó una distribución amplia del ingreso por exportaciones e impulsó el consumo de bienes manufacturados, lo que permitió la acumulación de capitales que se invirtieron en otros sectores como la banca, el transporte, la agricultura y la financiación del Estado.


Las crisis provocadas por los sucesos de los años treinta y posteriormente los impactos generados por la Segunda Guerra Mundial obligaron a la clase dirigente del país a replantear la estrategia de desarrollo sustentada en el modelo primario exportador, para adoptar una política deliberada de industrialización como alternativa viable de desarrollo (Pineda, 1991); fue ahí cuando Colombia adoptó el modelo de industrialización por sustitución de importaciones, por lo que el sector industrial se fortaleció y llevó al país a una fase de modernización del aparato productivo (1945-1956)1, donde la minería se constituyó como uno de los rubros con menores aportes porcentuales al producto interno bruto (PIB).


Los cambios estructurales de la fase de industrialización que se dio entre 1945 y 1956 coincidieron con el proceso de ajuste de las políticas económicas de los Estados Unidos y de Europa Occidental, lo cual significó un progresivo impulso modernizador para que el proceso extractivo de minerales respondiera a las dinámicas internacionales. En este contexto económico del país, surgieron cambios en la legislación minera; Becerra (2013) señala que en la década de los cincuenta el Estado definió con mayor claridad la política del sector, y acota las siguientes especificaciones: a) la exploración y explotación de recursos naturales no renovables estarían lideradas por empresas estatales, b) estas empresas podrían realizar dichas actividades directamente o mediante terceros y c) cuando estén asociadas para exploración/explotación de hidrocarburos se hará a través de contratos de asociación y para el carbón con contratos de aporte minero.


Después de la década de 1950, las explotaciones de productos primarios en Colombia empezaron a constituir una forma de financiar el desarrollo, por lo cual el Estado incrementó la otorgación de contratos y concesiones de explotación minera a nacionales y a empresas extranjeras. Pécaut (1988) habla de la política económica, la planificación hacia el desarrollo, la progresiva ampliación de medidas que favorecen la inversión extranjera y aumentan por vía de exenciones de impuestos y contratos favorables, la llegada de grandes empresas extractivas. La política económica del Gobierno de Carlos Lleras (1966-1970) implementó diferentes proyectos económicos orientados a fomentar las inversiones extranjeras2, pues, según Pécaut, “Lleras desde antes de su posesión deseaba cierto control de las inversiones extranjeras y del uso de los créditos internacionales”. Al mismo tiempo, este Gobierno se había fijado como primer objetivo elevar las inversiones públicas así como la capacidad de intervención del Estado, esto con el fin de suplir la inversión privada en los sectores donde no era suficiente3.


Una disminución en las exportaciones generó que desde 1957 se empezaran a implementar incentivos a las exportaciones; estos fueron particularmente orientados a reanimar el sector productivo minero que durante este período se destacó por no producir para el consumo doméstico, ya que todo era dirigido a las exportaciones.




Se deben mencionar las medidas adoptadas por el Gobierno de Carlos Lleras Restrepo. La decisión de dejar flotante la tasa de cambio, y por lo tanto de practicar una devaluación flexible y continua, constituía un impulso no despreciable. Más importante aún fue la instauración, en 1967, de un subsidio a las exportaciones, el CAT (Certificado de Abono Tributario), equivalente al 15 % del valor de los productos exportados, subvención de la que solo se excluían las exportaciones de café, madera y cuero. (Pécaut, 2006, p. 192)





En resumen, el balance del Gobierno de Lleras es desde muchos puntos de vista ambiguo, pues hubo un incremento en la producción industrial y la expansión del PIB continuó, sin embargo la producción agrícola y cafetera obtuvieron las tasas de crecimiento más bajas.


Como lo afirma Pécaut, el rápido desarrollo capitalista de Colombia tuvo una estrecha relación con el capitalismo internacional si se tienen en cuenta las filiales de las empresas multinacionales extranjeras que durante la época acentuaron sus actividades en territorio colombiano. Durante el Gobierno de Misael Pastrana (1970-1974) el Estado reafirmó los derechos de la nación en varios campos, y uno de ellos fue el de los recursos mineros. En 1970 se promulgó un nuevo Estatuto Minero, en donde se consagró la nacionalización del subsuelo y se estableció a la actividad minera como de utilidad pública. Estas medidas fueron importantes si se tiene en cuenta que gran parte de las riquezas mineras fueron apropiadas por compañías privadas, en su mayoría de carácter extranjero. Durante esta época, las compañías extranjeras resultaron afectadas ya que se reformaron los contratos, duplicando las regalías a favor del Estado. Desde el Gobierno de Carlos Lleras se expresó el peligro que representaba para la economía colombiana la dominación de empresas extranjeras en ramas industriales; sin embargo, no fue sino hasta el Gobierno de Pastrana que se tomaron las medidas para contrarrestar tales efectos (Pécaut, 1988).


El incentivo al desarrollo, sin embargo, no se compensaba con una atención por el tema de la preservación medioambiental. La línea hacia la modernización no se dirigía hacia un proceso de comprensión de los efectos devastadores que podrían tener en las generaciones futuras. Durante el Gobierno de Misael Pastrana el modelo de sustitución de importaciones vivió otra etapa impulsada por la nueva relación con el mercado internacional, que se manifestó a través del crecimiento de las exportaciones. Daniel Pécaut (1988) afirma que la estrategia económica durante este período deja ver las exigencias que implicaba el proceso de adaptación al desarrollo capitalista acelerado. Lo anterior se refleja a través de las tasas de crecimiento elevadas y la prosperidad de las empresas capitalistas, industriales, agrícolas y financieras. No obstante, la baja de los precios del café, así como los resultados negativos del sector de la agricultura, son entre otras las causas del lento crecimiento económico en los años posteriores.


En el ámbito internacional, la borrasca de crecimiento económico de la posguerra, donde el efecto medioambiental empezaba a preocupar, generó factores como la devaluación del dólar, que se tradujeron en Colombia en un encarecimiento de las importaciones provenientes de Europa y una aceleración de la inflación como contrapeso en las economías de los países industrializados. La crisis económica y el desencanto frente a los efectos de los líderes mundiales de las potencias desarrolladas golpeó directamente la economía colombiana, lo que produjo una nueva política económica que estableció un liberalismo económico diferente, lo que a su vez implicó la movilidad de los factores de producción a través de cuatro ejes: la creación de empleo, aumento de las exportaciones e importaciones, elevación de la productividad agrícola y desmantelamiento de las estructuras monopolísticas4.


Para el año 1975, el modelo de desarrollo seguía regido por la idea de la agricultura tradicional, ya que de ella se derivaba la importancia para el empleo y la producción de algunos alimentos de consumo. No obstante, el panorama de la economía era desalentador, esta no crecía más del 1.8% y los tres sectores más afectados eran la industria, la construcción y la inversión pública. Durante la década de 1970 en el plano internacional se presentaron considerables aumentos en la demanda de materias primas. Este incremento en la demanda de recursos extractivos que se dio a escala global, ocasionó la denominada crisis energética mundial. “En teoría, esta crisis energética comenzó en 1973, cuando el mundo se encontraba en una situación de incertidumbre y temor al darse cuenta de que el equilibrio oferta-demanda de los productos petrolíferos se había roto” (Velasco, 1981). Esto ocasionó que el mundo entrara en un período de depresión económica, ya que no se habían desarrollado fuentes de energía alternativas viables que permitieran suplir el excedente de demanda. Una de las consecuencias de esta crisis energética fue que surgiera la preocupación internacional por el medioambiente5. En el país, los problemas de la economía colombiana empeoraron cuando estos coincidieron con los cambios negativos de la coyuntura mundial y la crisis energética que se estaba desarrollando, a causa del alza de precio del petróleo, ejecutada por los países de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (Opep).


En Colombia desde 1970, en el marco de un impulso hacia la planificación del desarrollo y con el fin de alinearse con las dinámicas internacionales, se manifiesta la intención de adaptar las instituciones necesarias para preservar el medioambiente y establecer los mecanismos legales para su ejecución. Llegada esta década, se empezaban a configurar instituciones pioneras en el manejo ambiental en el país, tales como el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente (Inderena) creado en 1968, y las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible (CAR)6; estas instituciones lo que hicieron fue descentralizar el asunto del manejo ambiental. Tal fenómeno se vinculaba con el ejercicio en la década de 1980 de la descentralización del poder político, que comienza con la elección popular de alcaldes en el país, por medio del Acto Legislativo 01 de 1986, al final del Gobierno de Belisario Betancur. Este aspecto significó un manejo progresivamente más autónomo de los recursos y los rendimientos de procesos extractivos de escala y artesanal. El efecto con los años sería devastador, porque permitió que intereses predadores fueran potenciados con los impulsos de las compañías multinacionales que encontraban vacíos legales y medioambientales que podían hacer que sus ganancias se multiplicaran, ante la política macroeconómica de abrir la economía a la inversión foránea.


La Conferencia de Estocolmo de 1972 creó los pilares de la gestión ambiental y estableció la importancia del cuidado y desarrollo sostenible del medioambiente. La participación de Colombia para la época permitió que, durante la década de los setenta, el Inderena se creara con el fin de armonizar la relación entre el desarrollo y la conservación de los recursos naturales. Esta organización ayudó a crear un ambiente de institucionalización de la gestión ambiental y propició la aceptación en la sociedad para promover la protección del medioambiente en la agenda nacional. Allí se fundaban las bases para la posterior creación de agencias como el Sistema de Parques Nacionales Naturales, y fue el antecesor del Ministerio de Ambiente, creado a partir de la Ley 99 de 1993. Paradójicamente, mientras se institucionalizaba la administración de lo ambiental, se fortalecían los esfuerzos para ofrecer las condiciones para la llegada de corporaciones especializadas en la explotación de recursos. Como respuesta a la Conferencia de Estocolmo, se generó la necesidad de establecer una legislación ambiental propicia para el país, y en 1974 Colombia desarrolló el Código Nacional de los Recursos Naturales (Decreto Ley 2811 de 1974), en donde se estipuló como principio que el ambiente es patrimonio común de la humanidad y necesario para la supervivencia y el desarrollo económico y social de un país. Parte de su estructura inicial sigue vigente en la Constitución de 1991, sin embargo varios de sus artículos han sido reformados o han desaparecido, y muchos de sus lineamientos sirvieron de base para crear la Ley 99 de 1993, la cual dio origen al Sistema Nacional Ambiental (Sina) (Salinas, 2007).


A raíz de la crisis energética, a nivel internacional surgió la preocupación por el medioambiente; por su parte Colombia, en su afán de adherirse a las dinámicas internacionales, crearía diferentes instituciones para el control y protección de los recursos naturales con el fin de responder a la demanda energética sin afectar el medioambiente. Esta crisis significó para el país una búsqueda de alternativas económicas, como la liberalización de la economía y una participación más activa del sector energético. Con ello, se empezó a coordinar el manejo de recursos y a su vez estudiar los efectos sociales, territoriales y ambientales en las zonas donde había recursos y se emprendía la explotación.


En el siguiente apartado se presenta un balance de la literatura frente a la forma como en la actualidad se entiende el concepto de desarrollo y crecimiento económico, debido a los debates que han surgido en torno a la idea tradicional de desarrollo.


Crisis medioambiental: crítica a la idea tradicional de desarrollo


En la década de 1980, cuando las instituciones ya llevaban cierta trayectoria, el país seguía inmerso en una crisis del manejo medioambiental, la cual debía ser enfrentada a través de mecanismos institucionales y legales; pero estos mecanismos fueron insuficientes porque primaba el interés de desarrollar el país mediante la apertura a la inversión extranjera, al precio de pasar por encima de la legislación ambiental y de las instituciones que se crearon con el propósito de proteger el medioambiente. Estas dinámicas de sobreponer el desarrollo económico sobre el deterioro ambiental pueden entenderse como un patrón común en los países de América Latina, que tienden a implementar modelos económicos a favor de la explotación de recursos primarios (Göbel y Ulloa, 2014)7.


Fue en ese contexto donde surgió el debate sobre crecimiento y desarrollo, debido a la insistencia de los países, particularmente latinoamericanos, de instaurar modelos económicos que favorecieran la industria extractiva y la inversión extranjera, argumentando que estas medidas permitirían un crecimiento de los indicadores económicos, y en consecuencia, el desarrollo de los países. Autores como Gudynas alimentan este debate con críticas a la idea central del desarrollo como la idealización del crecimiento perpetuo, por lo que el autor se refiere al informe Los límites del crecimiento8 (Meadows et al., 1972), que analizó las tendencias globales de crecimiento y estableció como resultado que se alcanzarían los límites del crecimiento en los próximoscien años. Intelectuales de izquierda latinoamericanos se sintieron cuestionados por los resultados del análisis ya que “a su juicio, se estaban atacando aspectos que ellos consideraban positivos, como la modernización, el aprovechamiento de las riquezas ecológicas latinoamericanas y la propia idea del crecimiento” (Gudynas, 2011, p. 26).


Por otra parte, Veltmeyer destaca en su texto que las problemáticas en torno al modelo de desarrollo extractivo se han desatado a raíz de la construcción del Estado posneoliberal que se implementó en América Latina como forma de desarrollo más incluyente, en el que la extracción de recursos naturales ha sido el punto de partida en la economía de diversos países latinoamericanos, al igual que el apoyo al capital extractivo por medio de políticas públicas dadas por el Estado. El modelo económico de extracción que ha logrado posicionarse internacionalmente insiste en que la eliminación de la pobreza es algo alcanzable sin que se modifique el modelo de acumulación y consumo, pues al mismo tiempo puede darse sin ninguna pérdida de riqueza o poder por parte del 1 % de la población. Sin embargo, lo anterior no es verídico, pues la pobreza se produce a través de procesos de despojo y explotación de los recursos naturales; lo que para unos es síntoma de riqueza, para otros es la destrucción y privación de sus derechos. Por ello, los modelos de desarrollo que promueven la acumulación de riqueza no constituyen una solución al problema que se trata de abordar con respecto a las comunidades, al cuidado del medioambiente y el desarrollo sostenible (Veltmeyer y Petras, 2014).


Gudynas resalta la importancia de entender cómo el modelo económico de acumulación y extracción, si bien se presenta principalmente en los países de América Latina como un modelo de desarrollo rápido, con el paso del tiempo deja secuelas irreversibles en la naturaleza, debido a que la explotación de recursos naturales trae consigo una serie de procesos que impactan de manera directa el subsuelo y los recursos naturales de las comunidades donde se desempeña esta actividad. Autores como Veltmeyer y Acosta, a partir del concepto del buen vivir, señalan que es importante que se implementen otros modelos económicos que sean más amigables con la naturaleza y así evitar daños irreversibles en las comunidades y pueblos donde se practica la extracción de recursos naturales.


La forma de entender el desarrollo como crecimiento económico no es un debate que haya finalizado, no solo porque involucra los efectos anteriormente mencionados, sino que además de generar problemas ambientales también ocasiona problemas sociales en las comunidades que habitan en estos espacios naturales, ya que hay un límite de recursos y su excesiva demanda puede traducirse en un aumento de la contaminación ambiental de otros recursos naturales, como el agua y la tierra.


A continuación se presentan los principales lineamientos de la legislación minera que rige la actividad extractiva en el país; con ello se busca definir las categorías de análisis y el área de impacto de estos procesos.


Establecimiento y funcionalidad de la legislación minera en Colombia


En la década de 1980, mientras el mundo empezaba a preocuparse por el medioambiente y a cuestionarse las ideas en torno al desarrollo, paralelamente en el país se configuraban instituciones que se adaptaran a estos patrones medioambientales. Sin embargo, Colombia durante la década de los ochenta, estaba embarcada en deudas y compromisos internacionales que impedían una legislación favorable a los intereses de la sociedad y así atender los llamados de los protectores de la soberanía económica y ambiental. En consecuencia, debido al doble rol del Estado como agente regulador y administrador de los recursos y como agente económico y productivo, se presentaron disfunciones desde el comienzo en la legislación minera del país. Un ejemplo es la Ley 57 de 1987, que estableció condiciones atractivas para actores privados nacionales e internacionales con el interés de incursionar en la minería.




En efecto, la Ley 57 de 1987 dio facultades extraordinarias al presidente, en ese entonces Virgilio Barco (1986-1990), para expedir el Código de Minas en un plazo de un año. El Código Nacional de Minas fue expedido mediante el Decreto 2655 de 1988. Sus objetivos eran fomentar la exploración en el territorio, facilitar la explotación racional para que respondiera a la demanda, generar empleo en este sector, estimular la inversión en la industria y promover el desarrollo en las regiones donde se adelantara. (Martínez, Peña, Calle y Velásquez, 2014, p. 67)





Estas acciones emprendidas por el Estado para facilitarle las condiciones a privados nacionales e internacionales, se vieron limitadas con la Constitución de 1991, en la cual se estableció por primera vez que “el Estado tiene la obligación de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, conservación, restauración o sustitución” (Rettberg, Ortiz y Yáñez, 2014, p. 34). Esto quiere decir que, con la Constitución de 1991, las facultades del Estado como agente regulador y económico que incentivaron la incursión minera, se vieron limitadas y desde entonces debían orientarse a una ejecución responsable, donde se debía garantizar la preservación del medioambiente y donde el Estado debía prevenir y controlar factores de deterioro ambiental.


Este comienzo de la defensa y conservación del medioambiente en Colombia responde también a lo que acontecía en la esfera internacional en ese momento; la crisis mundial de la década de 1970, donde se cuestionó el desarrollo y el crecimiento como premisas y de donde surgió la movilización ambientalista y la legislación en el tema. Así, la agenda internacional influyó en la legislación colombiana para llevar al país a hacerse partícipe de distintos compromisos internacionales en materia ambiental, como todas las responsabilidades ambientales promovidas por la Organización de Naciones Unidas (ONU):




Colombia siendo uno de los países miembros de las Naciones Unidas debe ser competente con los objetivos establecidos por la ONU en el marco de la declaración del nuevo milenio, por lo tanto el Estado colombiano debe promover la sostenibilidad ambiental como uno de los principales pilares de desarrollo de la nación, incluyendo la explotación sostenible de los recursos naturales en la agenda nacional de desarrollo. (López, 2017, p. 11)





Fueron los principios de protección al medioambiente establecidos en la Constitución de 1991 los que conllevaron a la formulación de la Ley 99 de 1993; Rettberg Ortiz y Yáñez (2014) sugieren que esta ley se destaca en tres aspectos. El primero, al proponer que el desarrollo sostenible es aquel que conduce a elevar el crecimiento económico, la calidad de vida y bienestar social sin agotar los recursos. El segundo, define la licencia ambiental como la autorización que otorga la autoridad ambiental para ejecutar cualquier actividad minera. El tercer aspecto es que esta ley sugiere que el estudio del impacto ambiental, que debe ser presentado por el solicitante, debe señalar la localización del proyecto y elementos bióticos, abióticos y socioeconómicos que puedan sufrir deterioro, así como información de los posibles impactos. La Ley 99 de 1993 es importante, porque además de exponer la trascendencia de la protección y preservación del medioambiente en Colombia, fue el mecanismo mediante la cual se creó el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.


Estas medidas medioambientales implementadas desde los años noventa no han disminuido el interés del Estado de estimular el extractivismo, debido al gran atractivo económico que representa. Esto se puede ver reflejado en las intervenciones del Estado, precisamente en los años noventa durante el Gobierno de César Gaviria (1990-1994), quien afirmó que “al menos la mitad del crecimiento de la economía en los próximos tres años debería ser aportado por la inversión extranjera y mostraba ya cómo la minería y el sector energético eran los más dinámicos” (Fierro y Toro, 2012, p. 36). Sin embargo, también surgieron críticas debido a la intervención paralela del Estado en aras de proteger el medioambiente; los gremios y empresas mineras estimaban que dichas medidas, establecidas en la Constitución del 1991 y en la Ley 99 de 1993, entorpecían el libre desarrollo potencial del sector.


Años más tarde surgió otro precedente al Código Minero actual, la Ley 685 del 2001. Esta ley buscaba suplir la necesidad de ajustar la reglamentación a la Constitución de 1991, sin embargo, sus postulados atienden principalmente las exigencias del gremio minero quien pedía que se modificaran aquellos puntos que obstaculizaban su labor. Esta ley ha sido trascendental porque cambió las pautas con las que regía el sector extractivo minero. La Ley 685 del 2001 además instauró las bases para reconocer ciertas incompatibilidades entre la explotación de recursos y los principios de la Constitución de 1991, particularmente allí donde se contraría la noción del Estado social de derecho9, o que rompe la estructura descentralizada del Estado10, y por último porque define una reglamentación propia para el manejo ambiental, lo que desestima la Ley 99 de 1993.


De 1993 a 2010 hubo un factor importante debido a que empezó el llamado auge minero-energético, con el cual el extractivismo se afianzó y la legislación se pudo manipular dentro del marco de la Constitución de 1991. En 2010 la legislación minera se vio nuevamente modificada debido a que persistían vacíos en materia de legislación minera; se requería establecer y definir las zonas en las que se podría realizar la minería sin afectar ecosistemas como bosques, humedales y páramos. Para solucionar este tipo de inconvenientes, el Gobierno nacional presentó al Congreso un proyecto de reforma al Código, el cual fue aprobado como la Ley 1382 del 2010:




La nueva ley buscaba modificar el otorgamiento de concesiones mineras, la formalización de la minería artesanal, las zonas excluibles de minería, los requisitos de licencia ambiental para proyectos mineros, el régimen de prórrogas de los contratos de concesión minera y el trámite para la conformación de las áreas de la integración minera, entre otros. (Martínez et al., 2014, p. 16)





No obstante, esta ley fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en 2011, por no haber sido consultada previamente con las comunidades indígenas y negras, ya que se trataba de una ley que las afectaba directamente. Esta situación se puede ver reflejada en las comunidades aledañas a las zonas mineras de ecosistemas como páramos, bosques de alta montaña o selvas, quienes se ven afectadas en la medida en que no se tiene en cuenta su estructura socioeconómica, la cual se basa en gran parte en la minería, actividad que la Ley 1382 del 2010 prohibió en dichas zonas. La Corte Constitucional dio un plazo de dos años al Gobierno para que sometiera la ley a consulta previa y la presentara nuevamente.


Lo que hizo el Gobierno fue presentar en 2012 un proyecto de ley, que era obligatorio someter a consulta previa; esta reforma al Código Minero buscaba modificar, derogar y adicionar artículos de la Ley 1382 del 2010. Este proyecto generó controversia, ya que “dejaba como áreas desprotegidas aquellas que habían sido declaradas en protección ambiental —páramos, humedales—, no se habían otorgado títulos mineros sobre ellas y estaban delimitadas geográficamente” (Martínez et al., 2014, p. 16). La polémica se basaba en que, además, se eliminó la aprobación del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) para la exploración en zonas de reserva forestal, lo que significaba que estas áreas quedarían desprotegidas. Fierro y Toro (2012) afirman que esta propuesta mostró que para el Gobierno la locomotora minera no tiene reversa, por lo cual puso nuevamente a disposición del sector privado el territorio colombiano para su explotación. En últimas, esta ley fracasó debido a que el Gobierno presentó atrasos en el requisito de la consulta previa.


Todas estas y otras modificaciones permitieron el mejoramiento del actual Código Minero colombiano, en él se establecieron las reglas por seguir para la ejecución de cualquier actividad minera. Es importante señalar que este Código Minero finalmente, y gracias al fallo de la Corte Constitucional, prohíbe la minería en ecosistemas paramunos y bosques de alta montaña del país, que se constituyen como zonas de exclusión extractiva. Los cambios en la legislación atienden varias facetas del fenómeno minero como la económica, la productiva, la laboral y, quizá la más reciente, la faceta medioambiental. La configuración del modelo extractivo ha permitido que el sector de la minería se fortalezca a través de los años; sin embargo, la regulación y la definición de los mecanismos de control todavía están en proceso de consolidarse.


A continuación se analiza el papel de las instituciones frente al control y manejo de los recursos naturales, definiendo la política pública y las decisiones tomadas en materia de desarrollo que se han establecido a partir del cambio constitucional de la década de 1990.


Ajuste estructural: las instituciones de atención medioambiental y su distancia frente a la ley colombiana


El cambio institucional de las entidades ambientales en Colombia, y la transición que se dio entre la Constitución de 1886 y la sancionada en 1991, sirvieron para que se establecieran los principios generales de la política ambiental colombiana. Durante el gobierno de César Gaviria Trujillo (1990-1994) hubo significativos cambios en materia política; logró impulsar la Constitución de 1991, renovó los cimientos institucionales del país, creó nuevos espacios de participación democrática, modernizó la justicia y sentó las bases para la construcción de un sistema ambiental eficiente que respondiera a las necesidades que el país enfrentaba en su momento. Mediante la Ley 99 de 1993, el Congreso de Colombia creó el Ministerio de Medio Ambiente, encargado de la gestión y conservación del ambiente, y organizó el Sistema Nacional Ambiental (Sina)11, el cual se define como el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, programas e instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios generales ambientales contenidos en la Constitución Política de Colombia de 1991 y la Ley 99 de 1993. De acuerdo con Salinas (2007), este hecho permitió que se creara una estructura legal, financiera e institucional sólida para una mejor gestión y manejo de los recursos naturales del país. No obstante, con el paso de los Gobiernos y especialmente en los últimos períodos presidenciales, se ha evidenciado un deterioro en dicha estructura institucional, lo que pone en duda la capacidad de gestión y control de entidades como el Ministerio de Medio Ambiente y las CAR. En materia de minería, con la liberalización de la economía colombiana en la década de 1990, el país entró en una dinámica de aumento en la inversión extranjera directa (IED) y las exportaciones principalmente de materias primas como el oro, el carbón y el petróleo, entre otras. La institucionalidad durante este período en materia de gestión ambiental intentó consolidarse gracias a que los Gobiernos de Ernesto Samper (1994-1998) y Andrés Pastrana (1998-2002) dieron continuidad a la política ambiental que se desarrolló desde la creación del Sina. Con ello, se buscaba un mayor fortalecimiento de la autoridad ambiental; sin embargo, este proceso tuvo un retroceso durante el primer período presidencial de Álvaro Uribe (2002-2006), ya que durante su mandato se impulsó una reforma política que creaba condiciones de inestabilidad institucional, como veremos en seguida.


Durante los dos primeros años de Gobierno de Álvaro Uribe se fusionaron el Ministerio de Ambiente y el Ministerio de Desarrollo, lo que dio origen al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDT): esta fusión constituyó un balance negativo para la política ambiental que se venía desarrollando desde los años anteriores. Aspectos como la pérdida de liderazgo del Estado en el manejo de asuntos críticos de la política ambiental, la precaria intervención del Ministerio en el debate público respecto a problemas ambientales, la promoción de proyectos con un alto impacto ambiental, así como el aumento de la captura regulatoria12 y una seudoinstitucionalidad de prácticas como la de la puerta giratoria, en tanto los funcionarios y tecnócratas en materia minera se rotaban en cargos públicos y privados, son, entre otros, factores que explican el declive institucional que pudo ocasionar la reforma institucional y la fusión de los ministerios, y en general las irregularidades legislativas e institucionales que, como se ha señalado, ocurren desde la década de 1980 (Blackman et al., 2005; Rodríguez, 2007).


No hay que desconocer que, desde la creación del Ministerio de Ambiente (1993), este ha presentado problemas en su capacidad técnica y política, como lo evidencian los problemas de control y regulación a nivel regional en temas como los efectos socioambientales ocasionados por la minería. Sin embargo, como afirma Rodríguez (2007), con el Gobierno de Álvaro Uribe esa capacidad y los problemas organizacionales aumentaron considerablemente. Durante sus dos períodos presidenciales la política ambiental fue difusa, ya que se dio prioridad financiera y favorecimiento a los proyectos de desarrollo, mientras que los proyectos en torno al cuidado de los recursos naturales, y en general el mejoramiento de la calidad del ambiente, fueron aspectos marginados dentro del orden político nacional. Lo anterior responde al declive institucional y al déficit en gestión ambiental ocurrido durante esos años, ya que el desmantelamiento y las modificaciones en la legislación e instituciones concernientes al sector ambiental no respondieron a los retos del país y a las condiciones específicas de la economía colombiana.
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